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                           Dirección Jurídica

                               



               San José, 06 de julio de 2016   

                                                                                                              DJ-AJ-1586-2016 











    


MBA.

José Luis Bermúdez Obando
Director de Gestión Humana
Estimado señor: 

En correo electrónico que data del pasado 12 de mayo, la Licda. Olga Guerrero Córdoba, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Sección Administración de Personal, consultó:

Tenemos el caso de una persona que gestiona pensión, una vez abordado el tema se determina que de conformidad con lo que establece el Consejo Superior debe ser enviada a Trabajo Social para que se analice el caso mediante un peritaje socioeconómico emitido por los expertos en esa área; con el fin de que esta Dirección emita un informe con el insumo que ellos nos proveen mediante le (sic) trabajo de campo de recopilación de información que es sensible y de importancia para que el Consejo Superior tenga elementos importantes para aprobar o desaprobar la petición. Ahora la gestionante requiere que se le extienda el resultado del peritaje que hizo Trabajo Social. En ese caso podemos extenderlo nosotros que somos los que recibimos ese insumo para hacer un informe al Consejo Superior o los encargados de atender la gestión de la petente es el Departamento de Trabajo Social en virtud de que es información sensible que ellos recabaron mediante la visita al hogar, parientes o el barrio donde la persona que gestiona el beneficio pertenece?
Trabajo Social dice que somos nosotros pero estamos un poco indecisos. 

Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 
I. Normativa:
1. Constitución Política

· Artículo 24:

Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones. Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier tipo de los habitantes de la República […]
2. Ley n.° 8968, Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales:

· Artículo 1:

Esta ley es de orden público y tiene como objetivo garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos de la personalidad, así como la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes. 

· Artículo 7:
Derechos que le asisten a la persona. Se garantiza el derecho de toda persona al acceso de sus datos personales, rectificación o supresión de estos y a consentir la cesión de sus datos. 

La persona responsable de la base de datos debe cumplir lo solicitado por la persona, de manera gratuita, y resolver en el sentido que corresponda en el plazo de cinco días hábiles, contado a partir de la recepción de la solicitud. 

1.- Acceso a la información

La información deberá ser almacenada en forma tal que se garantice plenamente el derecho de acceso por la persona interesada.

El derecho de acceso a la información personal garantiza las siguientes facultades del interesado:

a) Obtener en intervalos razonables, según se disponga por reglamento, sin demora y a título gratuito, la confirmación o no de la existencia de datos suyos en archivos o bases de datos. En caso de que sí existan datos suyos, estos deberán ser comunicados a la persona interesada en forma precisa y entendible. 
b) Recibir la información relativa a su persona, así como la finalidad con que fueron recopilados y el uso que se le ha dado a sus datos personales. El informe deberá ser completo, claro y exento de codificaciones. Deberá estar acompañado de una explicación de los términos técnicos que se utilicen.
c) Ser informado por escrito de manera amplia, por medios físicos o electrónicos, sobre la totalidad del registro perteneciente al titular, aun cuando el requerimiento solo comprenda un aspecto de los datos personales. Este informe en ningún caso podrá revelar datos pertenecientes a terceros, aun cuando se vinculen con la persona interesada, excepto cuando con ellos se pretenda configurar un delito penal. 
d) Tener conocimiento, en su caso, del sistema, programa, método o proceso utilizado en los tratamientos de sus datos personales. 
El ejercicio del derecho al cual se refiere este artículo, en el caso de datos de personas fallecidas, le corresponderá a sus sucesores o herederos. 
II. Resoluciones de interés dictadas por la Sala Constitucional: 
Principio de autodeterminación informativa
· Sentencia n.° 4284, de las 14:57 horas del 27 de marzo de 2007, señaló:
IV.- En relación con el derecho de autodeterminación informativa. La Sala ha desarrollado los principios generales que informan esta garantía fundamental, entre otras se ha tratado el tema en la sentencia número 04847-99 de las 16 horas con 27 minutos del 22 de junio de 1999. La ampliación del ámbito protector del Derecho a la intimidad surge como una respuesta al ambiente global de fluidez informativa que se vive. Ambiente que ha puesto en entredicho las fórmulas tradicionales de protección a los datos personales, para evolucionar en atención a la necesidad de utilizar nuevas herramientas que permitan garantizar el derecho fundamental de los ciudadanos a decidir quién, cuándo, dónde y bajo qué y cuáles circunstancias tiene contacto con sus datos. Es reconocido así el derecho fundamental de toda persona física o jurídica a conocer lo que conste sobre ella, sus bienes o derecho en cualquier registro o archivo, de toda naturaleza, incluso mecánica, electrónica o informatizada, sea pública o privada; así como la finalidad a que esa información se destine y a que sea empleada únicamente para dicho fin, el cual dependerá de la naturaleza del registro en cuestión. Da derecho también a que la información sea rectificada, actualizada, complementada o suprimida, cuando la misma sea incorrecta o inexacta, o esté siendo empleada para fin distinto del que legítimamente puede cumplir. Es la llamada protección a la autodeterminación informativa de las personas, la cual rebasa su simple ámbito de intimidad. Se concede al ciudadano el derecho a estar informado del procesamiento de los datos y de los fines que con él se pretende alcanzar, junto con el derecho de acceso, corrección o eliminación en caso el que se le cause un perjuicio ilegítimo. El derecho de autodeterminación informativa tiene como base los siguientes principios: el de transparencia sobre el tipo, dimensión o fines del procesamiento de los datos guardados; el de correspondencia entre los fines y el uso del almacenamiento y empleo de la información; el de exactitud, veracidad, actualidad y plena identificación de los datos guardados; de prohibición del procesamiento de datos relativos a la esfera íntima del ciudadano (raza, creencias religiosas, afinidad política, preferencias sexuales, entre otros) por parte de entidades no expresamente autorizadas para ello; y de todos modos, el uso que la información se haga debe acorde con lo que con ella se persigue; la destrucción de datos personales una vez que haya sido cumplidos el fin para el que fueron recopilados; entre otros. La esfera privada ya no se reduce al domicilio o a las comunicaciones, sino que es factible preguntarse si es comprensible incluir ʻla protección de la informaciónʼ para reconocerle al ciudadano una tutela a la intimidad que implique la posibilidad de controlar la información que lo pueda afectar. Lo expuesto, significa que el tratamiento electrónico de datos, como un presupuesto del desarrollo de nuestra actual sociedad democrática debe llevarse a cabo afianzando los derechos y garantías democráticas del ciudadano (arts. 24, 1, 28, 30, 33 y 41 de la Constitución). Es obvio, que el acceso a la información es un poderoso instrumento de progreso individual, y para el ejercicio de los derechos políticos y sociales. Pero también debe reconocerse que el progreso no significa que los ciudadanos deban quedar en situación de desventaja frente al Estado o a los particulares. El nuevo derecho a la intimidad, debe ponderar los intereses en conflicto, entre el legítimo interés de la sociedad a desarrollarse utilizando la información, como la también necesidad de tutelar a la persona frente al uso arbitrario de sus datos personales. La tutela a la intimidad implica, la posibilidad real y efectiva para el ciudadano de saber cuáles datos suyos están siendo tratados, con qué fines, por cuáles personas, bajo qué circunstancias, para que pueda ejercer el control correspondiente sobre la información que se distribuye y que lo afecta (arts. 24 de la Constitución y 13 inciso 1, de la Convención Americana de Derechos Humanos). En resumen se deduce entonces que la autodeterminación informativa es una ampliación del derecho a la intimidad y que su protección surge a partir del desarrollo de mecanismos informáticos y tecnológicos globales que manejan bases de datos que contienen información de las personas. Respecto de la delimitación del contenido del derecho de autodeterminación informativa es importante acotar que para que la información sea almacenada de forma legítima, debe cumplir al menos con los siguientes requisitos: primero no debe versar sobre información de carácter estrictamente privado o de la esfera íntima de las personas, segundo debe ser información exacta y veraz (en relación con esto, ver sentencia N° 2000-01119, de las dieciocho horas cincuenta y un minutos del primero de febrero de dos mil) y tercero la persona tiene el derecho de conocer la información y exigir que sea rectificada, actualizada, complementada o suprimida, cuando sea incorrecta o inexacta, o está siendo empleada para fin distinto del que legítimamente puede cumplir.
Fuentes de prueba o de investigación 
· Sentencia n.° 15030, de las 9:05 horas del 12 de setiembre de 2014:

[…] Ahora bien, con fundamento en los precedentes de este Tribunal, si bien no se le puede suministrar al amparado la información propiamente solicitada, es decir, copias de las entrevistas realizadas, lo cierto es que el Departamento de Reclutamiento y Selección del Ministerio de Seguridad Pública está en la obligación de informar al tutelado cuáles fueron los elementos del estudio de vida y costumbres que sirvieron de base para que la Administración decidiera no seleccionarlo para el puesto laboral al que ofertó. No obstante, la autoridad recurrida no podrá revelar los nombres de las personas que dieron información ni ningún aspecto que pudiera contribuir a su identificación, pero, como se ha analizado, sí está obligada a comunicar al accionante los aspectos puntuales negativos y positivos de la información que recabó para tomar esa decisión […] 

· Sentencia n.° 558, de las 9:05 horas del 17 de enero de 2014:
[…] En concreto, señala que por segunda vez la primera realiza un informe para tal fin, donde se omiten los hechos y las pruebas en que se basan las conclusiones y además, la supuesta ʻinvestigaciónʼ se realiza en secreto y en el anonimato (testigo sin rostro) […] Así, se tiene que el informe No. SACJ-1681-13 cita claramente las personas que fueron entrevistadas por la profesional en Trabajo Social para llevar a cabo la Investigación requerida para poder pronunciarse al respecto. Por consiguiente, no se ha ocultado al recurrente el nombre de las personas que dieron la información […]

· Sentencia n.° 11336, de las 10:40 horas del 23 de agosto de 2013:
[…] IV.- Que el acceso a la información y a los antecedentes administrativos, forma parte del contenido esencial del derecho de defensa, pues permite a la persona interesada conocer de antemano las actuaciones y resoluciones de los órganos de la Administración, y preparar su estrategia de defensa o ejercer las acciones que entienda pertinentes y oportunas. Así lo dejó establecido esta Sala en su temprana sentencia #15-90 de 16 y 45 horas de 5 de enero de 1990, donde definió los contenidos y alcances del debido proceso y derecho de defensa, previstos en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, aplicables tanto en sede jurisdiccional como en cualquier procedimiento administrativo llevado a cabo por la Administración Pública […]

VII.- Que, siempre sobre este mismo tema del acceso a las fuentes de información, en la disidencia a la precitada sentencia #2013-001683 de 11.46 horas de 1 de febrero de 2013, se expresó:
ʻ[…] IV.- Que la acusada negativa de entregar el estudio social, viola el derecho al debido proceso administrativo en su manifestación de derecho a defenderse que tiene la persona sujeto del estudio. Para defenderse de un estudio social, especialmente cuando el resultado es negativo, pidiendo las aclaraciones necesarias e impugnar y rebatir y, en su caso, ofrecer contraprueba, respecto de los motivos que nutren las conclusiones, valoraciones, apreciaciones y recomendaciones desfavorables del estudio, necesariamente habrán de conocerse esos antecedentes; es preciso saber cuáles son las fuentes consultadas […] Al no revelarse la fuente, se priva a la persona de la oportunidad de defenderse en la forma y por los medios que estime oportunos. V.- Que por regla general, la ley garantiza a las partes y sus representantes y cualquier abogado, el derecho en cualquier fase del procedimiento, a examinar, leer y copiar cualquier pieza del expediente, así como pedir certificación de la misma; la excepción se da cuando se trate de piezas cuyo conocimiento pueda comprender secretos de Estado o información confidencial de la contraparte o, en general, cuando el examen confiera a la parte un privilegio indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a la Administración, a la contraparte o a terceros, dentro o fuera del expediente (artículos 272 y 273 de la Ley General de Administración Pública). Esta limitación no es aplicable al caso, pues ni se está ante secretos de Estado, ni en presencia de un procedimiento con pluralidad de sujetos y pretensiones que involucre información restringida de otros. Se trata del acceso a la propia información personal de quien es sujeto de investigación o indagación, introducida al procedimiento a través de personas, por medio de consultas, entrevistas o interrogatorios. Al no existir restricción, queda allanado el camino para que la persona investigada acceda al contenido completo del estudio social, a conocer en qué consistió la indagación, y cómo se preguntó, qué se dijo de su persona y, por supuesto, quien dijo tal o cual cosa. En definitiva la negación de las fuentes de investigación socio-laboral, viola el derecho de acceso a la información del propio recurrente […]ʼ 
Esta Sala reitera ahora, esta vez en tesis mayoritaria, la necesidad de garantizar a la persona objeto de estudio, el libre y directo acceso a las fuentes de la información que nutre el informe sociolaboral […]
· Sentencia n.° 1683, de las 11:46 horas del 1° de febrero de 2013:
[…] En segundo lugar, es criterio de la mayoría de este Tribunal que al recurrente se le deben suministrar por escrito las razones y los criterios emitidos por Trabajo Social y Psicología en la evaluación de marras, a fin de que  pueda ejercer su derecho de defensa, mas no la identificación de las personas que proporcionaron los datos a la Administración. En este sentido, en el voto número 2011-010888 de las 15:21 horas del 16 de agosto de 2011, se sostuvo que no era de recibo la posición de la parte recurrida respecto de la confidencialidad absoluta de este tipo de evaluaciones de vida y costumbres, toda vez que el servidor tiene el derecho de saber los hechos, argumentos y motivos que sustentan dicho estudio, condicionado eso sí a que se reservasen los nombres de las personas consultadas y todo aspecto que pudiera contribuir a su identificación, restricción que a juicio de la Sala resulta del todo razonable. En este caso, este Tribunal mantiene tal criterio, máxime que los datos suministrados en este tipo de evaluaciones son brindados por los entrevistados en el entendido que la Administración mantendrá reserva respecto de sus nombres e identificaciones. Esta buena fe debe preservarse, de manera que resulta absolutamente improcedente que de manera intempestiva se ʻcambien las reglas de juegoʼ

IV.- Conclusión. En virtud de lo expuesto, en el sub examine la Sala considera que se debe acoger el amparo en razón de estos dos puntos expuestos, declarando con lugar el recurso pero sin que se revelen los nombres de las personas que dieron la información ni ningún aspecto que pudiera contribuir a su identificación […]

III. Criterio legal:
Analizada la consulta sometida a estudio de esta Dirección y contrastada con ambos derechos, se concluye que, al ser la persona objeto de estudio quien solicitó el dictamen socioeconómico -realizado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología-, su derecho a la intimidad y de autodeterminación informativa no serían violentados; más bien la entrega del informe deviene del disfrute de las garantías constitucionales. 

Sin embargo, debe tomarse en consideración que este tipo de informes implican la realización de un trabajo de campo, en el cual la persona profesional a cargo debe consultar distintas “fuentes” para conocer el estilo de vida, costumbres, necesidades, ingresos, egresos, enfermedades, entorno en el que se desenvuelve, entre otros, de quien se investiga. Entre esas “fuentes” pueden estar personas que conforman los distintos círculos sociales en los que se interrelaciona quien es objeto de estudio, cuyos comentarios y aportes influyeron en la conclusión de la investigación. Luego, sus identidades deberían ser resguardadas para no violentarles derecho fundamental alguno. 
Ahora, de la normativa y jurisprudencia expuesta, es claro que al ser el titular quien está solicitando la información, como manifestación del ejercicio de sus derechos, esta debe serle entregada sin que en ningún caso se revelen las fuentes que se tomaron en cuenta en la elaboración del informe pericial. 
Así las cosas, ante la interrogante de a cuál oficina judicial le corresponde otorgar lo requerido, Dirección de Gestión Humana o Departamento de Trabajo Social y Psicología, la respuesta dependerá de la forma en que se rindan los dictámenes socioeconómicos. Si estos exponen quiénes fueron entrevistados y qué dijo cada uno de manera individualizada, corresponderá a este último atender la gestión, pues deberá elaborar un informe en el que no conste dicha vinculación; caso contrario, la Dirección de Gestión Humana puede entregar el informe requerido.
Ahora bien, cuando una tercera persona –entiéndase, quien no fue objeto de estudio- sea quien solicite el dictamen en cuestión, corresponderá al Departamento de Trabajo Social y Psicología atender la solicitud; toda vez que deberá analizar cuáles de los datos contenidos en este no le pueden ser entregados (por ser catalogados privados o sensibles, de conformidad con nuestro ordenamiento jurídico) y deben ser suprimidos del informe. Lo anterior, en aras de proteger los derechos fundamentales de la persona titular.
Como corolario de lo expuesto, la oficina que debe atender este tipo de solicitudes dependerá de la forma en que se confeccionan los dictámenes socioeconómicos y de quién lo requiera; según lo explicado líneas atrás. De esta forma, se deja rendido el informe requerido por la Dirección de Gestión Humana para lo que corresponda. 

Elaborado por: 

Msc. Priscilla Rojas Muñoz

       Asesora Jurídica 1 

    Área Análisis Jurídico

Atentamente, 

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla


     Licda Karol Monge Molina

        Coordinador Área Análisis Jurídico

                   Sub Directora Jurídica a.i.
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